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CONTROL DE LEGALIDAD

Rad. No. 54001-31-20-001-2021-00063-07

Rama Judicial del Poder Público

Juzgado Penal del Circuito Especializado
Extinción de Dominio de Cúcuta - Norte de Santander

San José de Cúcuta, abril veintiocho (28) de dos mil veintidós (2022).

ASUNTO: Auto mediante el cual SE RESUELVE CONTROL DE LEGALIDAD A LAS MEDIDAS CAUTELARES
(parágrafo 2o del articulo 33 de la Ley 1708 de 2014 adicionado por el articulo 8o de la Ley 1849 de
2017, numeral 2" del articulo 39 y aparte final del inciso 2° del articulo 113 de la ley 1708 de 2014)

RADICACIÓN: 54001 -31-20-001 -2021 -00063-00
RADICACIÓN FGN: No 1100160990682020 00422 CON DEMANDA DE EXTIN- ED, Fiscalía 41 E.D.
AFECTADOS: YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ, ZULAY ARGOTA PALLARES. VÍCTOR DANIEL CLARO BONILLA

Y OTROS.

BIENES OBJETOS DE EXT: Inmueble Matrícula inmobiliaria 196-6536, 192-24513, 270-66476, 314-39757, 192-50015, 192-
50016, 300-316170, 314-39129, 314-5327. 314-28600, 314-12877, 192-50014, 266-3885, 196-
45841, 192-26221, 196-49928, 270-3921, 196-7458, 270-49190. 192-8774, 196-8783, 192-6331,
192-26053, 196-7259, 270-31729, 270-66577, 192-584, 192-25073, 192-53939, 300-170149, 314-
11882, 300-230015, 300-267694, 192-21111. 270-58761, 270-51631, 270-62545. VEHÍCULOS DE
PLACAS: FSL-665, IRP-151, URS-781, MAO-S7894 TRACTOR, ESTABLEC IEMITO DE
COMERCIO GANADERÍA E INMOBILIARIA EL PICASSO, MOTOCICLETA MARCA
YAMAHA.AUTOMOVIL DE PLACAS: TTW-623, TTU-701, XVP-995, 124 BOVINOS, 250
BOVINOS, 77 BOVINOS, 100 BOVINOS.

ACCIÓN: EXTINCIÓN DE DOMINIO.

Vista la solicitud de control de legalidad1 interpuesto por el Dr. TITO DÍAZ MORENO,
identificada con CC N. 91.178.783 y portador de la T.P. No. 122.192 del Consejo
Superior de la Judicatura, en calidad de apoderado judicial de la sociedad RASWSAS,
identificada con Nit: 901269426-8 y representada legalmente por RAIMUNDO
DUARTE DÍAZ, sobre la Resolución de Medidas Cautelares el día 19 de abrilde 20212
emitida por la Fiscalía Tercera Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial
de Bogotá D.C., en apoyo a la Dirección de Fiscalía Nacional Especializada de
Extinción del Derecho de Dominio; solicitando se controlen material y formalmente las
medidas cautelares sobre el bien inmueble identificado con FMI No. 314-5327,
ubicado en la carrera 6 No. 12 - 95, municipio de Piedecuesta, Dto. de Santander,
invocando los numerales 1 y 2 del artículo 112 de la Ley 1708 de 2014, como
fundamento del control de legalidad impetrado3, este Despacho entrará a decidir lo
que en derecho corresponda.

1. RESOLUCIÓN OBJETO DE CONTROL

1.1. Mediante resolución del 19 de abril de 2021 con fundamento en los artículos 87 y
88 de la Ley 1708 de 2014, modificados por los artículos 19 y 20 de la Ley 1849 de
2017, Fiscalía Tercera Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de
Bogotá D.C., profirió Resolución de Medidas Cautelares al considerar que el inmueble
anteriormente relacionado se encuentra enmarcado dentro de las circunstancias de
que tratan los numerales 1oy 4o del artículo 16 de la Ley 1708 de 20144.

La presente actuación judicial tuvo origen el 5 de septiembre de 2020 en una compulsa
de copias que hiciera el Juzgado 21 Penal Municipal con Función de Control de
Garantías de la ciudad de Bucaramanga, ante la jurisdicción de extinción de dominio,
en donde la Fiscalía destacó los siguientes hechos:

YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ, Alias Chancha; WILBER VILLEGAS PALOMINO Alias Carlos El Puerco;
DIOMEDES BARBOSA MONTANO Alias El Burro; JAIME MIGUEL PICÓN RODRÍGUEZ Alias Chencha;
HENRY TRIGOS CELONAlias Moncho Picada; v JOSÉ GABRIEL ALVAREZORTIZ, Alias Alex, fueron

1Verfolios 1 al6 delCuaderno de Control de Legalidad Original No. 7 delJuzgado. Se dejaconstancia que la respetadadefensanoaportasu número
de identificación.

2 Ver folios 47 al 101 del Cuaderno No. 2 de la FGN.

3Verreverso delfolio 3 delCuaderno de Control de Legalidad Original No. 7 delJuzgado.
4Verfolio 59 del Cuaderno No. 2 de la FGN. Asímismo reza el Articulo 16de la ley1708de 2014: "Causales. Se declarará extinguidoel dominio
sobre los bienes que se encuentrenen las siguientes circunstancias: I Los que sean producto directo o indirecto de una actividad ilícita
(...) 4. Los que formen parte de un incremento patrimonial no justificado, cuando existan elementos de conocimiento que permitan
considerar razonablemente que provienen de actividades ilícitas. ".
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objeta de unaacusaciónproferidapor el Tribunal de Distrito de ios Estados Unidos, Distrito Surde Texas, División
de Houston, el 12 defebrera dentro del casa penal 20 CR091.

Enel auto deacusacióny enlaspruebas anexas al mismo, se indica que WILBER VILLEGAS PALOMINO, YAMIT
PICÓN RODRÍGUEZ, DIOMEDES BARBOSA MONTANO, JAIME MIGUEL PICÓN RODRÍGUEZ, HENRY
TRIGOS CELONy JOSÉ GABRIEL ALVAREZ ORTIZ, todos miembros del ELN, desde aproximadamente, elaño
2000y hasta lafecha de la acusación, se encuentran incursos en actividades ilícitas relacionadas con el tráfico
ilícito de estupefacientes, lasque le han proporcionado recursos que han sidodestinados poresaspersonas para
financiar las actividades terroristas porparte delgrupo armado organizado al margen de la ley ELN, Frente de
Guerra NororientalLa Magdalena.

Adicionalmente, YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ y su cónyuge ZULA YARGOTA PALLARES, así coma el señor
JUAN CARLOS DÍAZ PICÓN, fueron objeto de imputación de cargos por parte de laFiscalía 125 especializada
adscrita a la Dirección Especializada contra el Crimen Organizado DECOC, enel mes deseptiembre de2020.

Al señor YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ se imputó cargos como autor a título de dolo de los delitos de rebelión
agravada en concursa heterogéneo con las ilícitas de concierto para delinquir agravado y comocoautor a título
de dolo de lavado de activosyfinanciación del terrorismo; en contra de ZULA YARGOTA PALLARES como autor
deldelito de concierto paradelinquir agravado y como coautor a título de dolodel delito de lavado de activos; y
en contra de JUAN CARLOS DÍAZ PICÓN, coma autor a título de dolo del delito de fabricación, tráfico oporte
de armas defuego, accesorios, partes o municiones.

Al señor YAMIT PICÓN se le impuso medida de aseguramiento privativa de libertad en centra carcelaria; a la
señoraZULAYARGOTA PALLARES se le impuso medida de aseguramiento privativa de la libertad de detención
domiciliaria, la cual cumple en la Avenida 10 Na. 16 - 26 casa 38, Barrio Nuevo Pinares de Piedecuesta; y en
contra deJUAN CARLOS DÍAZ PICÓN se impuso medida de aseguramiento no privativa de libertad.

En el curso de lafase inicial se han identificado bienes inmuebles en cabeza de YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ,
ZULA YARGOTA PALLARES, y de miembros desu núcleofamiliary colaboradores; adquiridos por esaspersonas
durante elperíodo detiempo en el que el señor PICÓN RODRÍGUEZ se encontraba vinculado con la estructura
armada ilegal ELNsiendo responsablebajo las órdenes de WILBER VILLEGAS PALOMINO de lasfinanzas del
Frente de GuerraNororientalLaMagdalena. Igualmente, se identificaron bienes inmuebles en cabeza de miembros
del grupofamiliar del cabecilla WILBER VILLEGAS PALOMINO y de su lugarteniente DIOMEDES BARBOSA
MONTANO adquiridos en la misma línea de tiempode sus comprobadas actividades ilícitas, que dieron lugar a
que en su contra no solo se emitiera un auto de acusación sino también se solicitara su captura con fines de
extradición por el Gobiernode los Estados Unidos.

En adición a lo expuesto, las pruebas trasladadas de la investigación penal que adelantó en contra de YAMIT
PICÓN y otros lafiscalía ¡25 DECOC de la ciudad de Bucaramanga, dan cuenta de la adquisición de múltiples
activos porparte de PICÓN RODRÍGUEZ)'su cónyuge ZULAY ARGOTA PALLARES realizando inversiones con
el fin de darle apariencia de legalidad de recursos procedentes de las actividades delictivas del señor YAMIT
PICÓN RODÍGUEZy de los otros miembros del ELN como su hermano JAIME MIGUEL PICÓN RODRÍGUEZ
y D/OMEDEZ BARBOSA MONTANO, quienesen la estructura delgrupoarmado organizado al margen de la ley,
actuaban bajo lasórdenes delcabecilla WILBER VILLEGAS PALOMINO"5. (Destacado en el original).

1.2. Con relación al inmueble identificado con FMI No. 314-5327, ubicado en la carrera
6 No. 12 - 95, municipio de Piedecuesta, Dto. de Santander, el ente investigador
estableció una relación comercial entre los Sres. YAMIT PICÓN RPDRÍGUEZ y
RAIMUNDO DUARTE DÍAZ.

La Fiscalía General de la Nación realizó los siguientes señalamientos:

"Igualmente, en el curso de esta fase inicial se identificó el bien inmueble correspondiente a la matricula
inmobiliaria No. 314 - 5327 ubicado en la carrera 6 No. 12-95 del Municipio de Piedecuesta, el cual fue adquirido
por comprahechapor ¡a señora ZULAY ARGOTA al señor RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, identificada con cédula
No. 91.340.158, mediante escriturapública No. 940 del 3 de marzodel 2017, por valorde 167 millones depesos.
Sin embargo, en la documentación hallada en diligencia de allanamiento a la residencia de YAMIT PICÓN y
ZULA YARGOTA PALLARES, se encontró contrato de promesa de permuta26 entre RAIMUNDO DUARTE DÍAZ
(permutante l)y YAMITPICÓN RODRÍGUEZ (permutante 2)del l de diciembre de 2016, por elcual elpermutante
l promete entregar una casa de habitaciónjunto con el lote de terreno dondese encuentra edificada, ubicadaen
la carrera 6 No. 12 - 95 del Municipio de Piedecuesta con 265 metros, a su vez el permutante 2 se compromete a
entregar al permutante l una camioneta marca Toyota Pradomodelo2014 placas CUZ355, más la suma de 700
millonesdepesos, canceladosde la siguientemanera; 350 millones a lafecha de esapermuta, y el saldo para el l
de marzo de 2017.

b Ver folios 48 al 49 del Cuaderno No. 2 de la FGN.
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Lo anterior, evidencia nuevamente latipología de lavado de dinero empleada por YAMIT PICÓNy su compañera
ZULAY ARGOTA PALLARES, pues este activo es un inmueble de alto valar quefue negociado realmente por el
señor PICÓN RODRÍGUEZ con RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, poruna suma que correspondería a 850millones
depesosaproximadamente, y se le dioapariencia de legalidad al protocolizarlo como una compraventa afavor
ZULAY ARGOTA PALLARES con el fin de alejarlo del proveedor de los recursos ¡lícitos, en este caso, YAMIT
PICÓN RODRÍGUEZ, por un valor inferior, pues recuérdese que laseñora ARGOTA PALLARES no tenia ingresos
quejustificaran la adquisición de un activo de tanalto valor, como quiera queen conversación sostenida consu
contadorse dejó entrever que nopodíajustificar latitularidaddeun inmuebleporvalor de250millones depesos"6.

Y más adelante, el persecutor hace notar cómo la Sra. ZULAY ARGOTA, esposa del
Sr. YAMIT PICÓN, tenía injerencia en el citado inmueble, al respecto acotó:

"De igualforma, aparece en el plenario contratocivil de obra de fecha 4 de septiembre de 2019, suscrito entre
ZULAY ARGOTA y ALVARO GARCÍA AYALA, cédula de ciudadanía No. 91.343.769 por valor de$12.459.000
cuyo objeto era la adecuación global del predio ubicado en la carrera 6 No. 12 - 95 de Piedecuesta.

No obstante, este inmueble volvió a ser objeto de negociación entre la señara ZULAY ARGOTA PALLARES y
RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, esta vezen condiciónde representante legal de la empresa RAWS SAS, negocio de
compraventa que se ¡levó a cabo el ¡9 de noviembre de 2020, medianteescriturapública No. ¡58!, por valor de
$400.000.000 (cuatrocientos millones de pesos).

Las condiciones de este negocio permiten concluir que la sociedad adquirente, representada ¡egalmente por
RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, no tiene la condición de tercero de buenafe exenta de culpa, pues debe advertirse
que esta negociación se llevó a cabo en época posterior a la capturade ¡a vendedora y de su compañera YAMIT
PICÓN RODRÍGUEZ, hecho de público conocimiento, que fue dado a conocerpor múltiples medios abiertos tanto
del orden nacional como local, reseñando a PICÓN RODRÍGUEZ no solo como narcotraficante sino también
como integrantedel GAOELN- integrantedel área de economíay finanzas ECOFIN de ese grupo armado ilegal,
pedido en extradición por el Gobiernode ¡os Estados Unidos.

Este hecho no debía ser desconocidopor el adquirente, RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, quienya había realizado
negocios con lapareja PICÓN - ARGOTA y pese a ello decide nuevamente materializar una nueva transacción
comercial encontrándose la señora ZULAY ARGOTA PALLARES con medida de aseguramiento de detención
domiciliaria según orden del Juzgado 21 Penal Municipal de Bucaramanga confunción de controlde garantías,
quien compareció a la Notaríapara suscribir la escritura.

El conocimiento que el señor DUARTE DÍAZ en su condición de representante legal de la sociedad adquirente
RAWS SAS debía tener de la condición de extraditable y miembro de un grupo subversivo de YAMIT PICÓN
RODRÍGUEZ compañero de ZULAY ARGOTA PALLAREZ. permite controvertir de manera preliminar a esta
delegadala buena fe exenta de culpade ese tercero comprador en la referida negociación, pues evidencia queesa
persona no actuó enforma diligenteniprudente al decir concretaruna negociación de unpredio con unapersona
respecto de la que previamente conocía que era la compañera sentimental del públicamente señalada como
narcoterrorista YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ. "7.

No sobra recordar que el Sr. YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ fue pedido en extradición
por el Tribunal de Distrito de los Estados Unidos, Distrito Sur de Texas, División de
Houston, el 12 de febrero dentro del caso penal 20 CR 091, orden de aprehensión
emitida en su contra el 13 de febrero de 2020, acusándolo de los siguientes cargos:
Narcoterrorismo, Asociación delictuosa de distribución internacional de cocaína y
Distribución Internacional de cocaína8.

1.3. El ente acusador consideró cautelar el predio en examen al considerar que existía
una cercana relación comercial entre el que acá funge como afectado y el Sr. YAMIT
PICÓN RODRÍGUEZ.

El ente investigador realizó el respectivo test de Razonabilidad justificándolo en los
siguientes términos:

"(...) lafinalidadprincipalde esta medida es la de evitar que los bienesa que está dirigida sigan destinándose a
fines ilícitosy que sus titularescontinúen disfrutando del producto del delito, realizando maniobrasfraudulentas
para evitarel ejercicio delpoder de persecución del Estado.

6 Ver reverso del folio 74 al 75 del Cuaderno No. 2 de la FGN.

' Ver reverso del folio 85 del Cuaderno No. 2 de la FGN.

8 Ver folios 60 al 61 del Cuaderno No. 2 de la FGN.
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Por consiguiente, tal como lo sustentalo hasta acá expuesto, de conformidad con las prensiones del artículo 88
del Código Extintiva y en razóna la existenciade variascausales de extinción del dominio, resultanecesariala de
suspensión del poder dispositivo de los bienesobjeto de esta acción.

Así mismo, un ejercicio de ponderación, razonabilidady proporcionalidadindica a este despacho que, conforme
a¡ inciso segundo del mismo artículo 88, resultapertinente la imposición de las medidas de embargo y secuestro
de los bienes referidos en elAcápite denominado 'BIENES OBJETO DELA ACCIÓN DE EXTINCIÓN DEL
DERECHO DE DOMINIO" asi como ¡a toma de posesión de bienes, haberes y negocios de la estructura
societaria identificada en estafase inicial, pues la administración dejusticia debe limitar su posible destinación a
labores ilícitas, su acuitamiento, negociación, gravamen, distracción, transferencia, deterioro, extravio o
destrucción, máximecuando existe una alta probabilidad que algunos de los bienes objeto de ¡a acción continúen
siendo destinados a la comisión de actividades ilícitas, tales como el acuitamiento de activos de origen ilícito a
travésdel ropaje de una estructura societariaque desarrollaactividades lícitasprecisamente con elfin de darles
aparienciade legalidada los bienesde origenespurio integrados a supatrimonio. Igualmente, se tratade impedir
que los titulares afectados continúen desplegando maniobras para distraer los bienes dificultando su persecución
a tnn'és del ejercicio de la acción extintiva, como la enajenación de los mismos a terceros o la constitución de
grimímenes a nombre de los mismos, garantizando considerables cantidades de dinero, hechos probados en esta
fase inicial"*1. (Destacado en el original).

La finalidad de las precautelativas fueron la de evitar que los bienes en discusión sean
ocultados, negociados, gravados, distraídos, transferidos o puedan sufrir deterioro,
extravío o destrucción; o con el propósito de cesar su uso o destinación ¡lícita.

1.4. Fundamentalmente destaca la urgencia de la imposición de las medidas
precautorias, ya que estableció como figura principal al Sr. PICÓN RODRÍGUEZ,
quien sería la persona que lideraba ese grupo de personas en la administración y
adquisición de bienes producto del narcotráfico, además ser la persona que dirigía las
maniobras para colocar dichos bienes a nombre de familiares y amigos más cercanos
para darles apariencia de legalidad:

"En el casoquenosocupa, estasmedidas además deser indispensablesy necesarias, resultan urgentes,paraevitar
quesus titulares continúen realizando negociaciones para transferirlos a nombre de terceros con elfin de evitar
que sean objeto de la persecución estatal a través del ejercicio de la acción extintiva, maniobra que en forma
reiterada se ha desplegado sobre los bienes objeto de la acción, tal como lo hizo la señora ZULAY ARGOTA
PALLARES, compañera de YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ quien pese a encontrarse en detención domiciliaria y
que supareja PICÓN RODRÍGUEZfue capturado confines de extradición, llevó acabo lanegociación de un bien
de alto valor contando para ello con la complicidady cegueravoluntaria del tercero adquirente, el Concejal de
Piedecuesta, RAIMUNDO DUARTE DÍAZ.

La mismasituación se predica de ¡a venta de varios bienes que son objeto de la acción a tan solo pocos días de
haberse materializado la captura confines de extradición de YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ, de lacaptura como
responsable del delito de lavadode activos, de su compañera ZULA YARGOTA y de lafecha quese hizopública
la captura confines de extradición de variosintegrantes del área de economíayfinancias ECOFIN del ELN.

De igualforma, apareceprobado en este trámite la ejecución de estrategias o diferentes modalidades empleadas
por elseñor PICÓN RODRÍGUEZpara distraer los bienes pasibles de ¡aacción extintiva, através delautilización
de terceros o colaboradores, que intentaron darle apariencia de legalidad a los activos de origen espurio
procedentes de las actividades delictivas desplegadas por esaspersonas. (...)

De igualforma, resulta urgente afectar con medidas cautelares lasociedad constituidapor elseñor YA MIT PICÓN
su compañera ZULA YARGOTA ysu padre MIGUEL ÁNGEL PICÓN BONNET, para incorporar como patrimonio
de esa estructura societaria bienes adquiridos con recursos ilícitos y desarrollar la actividad inmobiliaria y
ganadera, empleadas como fachada del señor PICÓN RODRÍGUEZ para la inversión de dineros producto del
narcotráfico.

La urgencia de la adopciónde estas medidas cautelares previo a la presentación de la demanda, en el marcodel
artículo 89 del Código de Extinción de Dominio, reitera el despacho se videncia de la capacidad de esta
organización criminal para la consecución de terceros adquirentes que simulen la compra de esos activos para
evitar la persecución de los mismos. Ciertamente, las pruebas recaudas en estafase inicial dan cuenta de la
enajenación de los activos a terceras personasy la continuidad del usujructa de esos bienesporpartede YAMIT
PICÓN o miembros desufamilia pese a que se encuentran aparentemente bajo lapropiedad deterceros, talcomo
se evidenció de la información obtenida del ICA sobre la utilización de esos prediospara el desarrollo de ¡a

9Veranverso y reverso del92delCuaderno No. 2de laFGN.
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actividad ganadera y la movilización de ganado entre las fincas controladas o bajo la posesión de PICÓN
RODRÍGUEZysu red de colaboradores"10. (Resaltado en el original).

Con relación a la necesidad de la medida afirmó:

"Lapresente acción deextinción del derecho de dominio sedirige contra bienes originados en actividades ilegales
o destinados a lacomisión de actividades ilícitas, por lo que surge la necesidad de limitar su poder dispositivo y
materializar elembargo, secuestro de esos activos porparte de las autoridades para ejercer controles sobre eluso
y destinación de estos bienes; asícomo latoma deposesión de bienes, haberesy negocias de laestructura societaria
objeto de laacción.". (Folio 95 del Cuaderno No. 2 de la FGN).

Y en atención al sub principiode la Razonabilidad acotó:

"Las medidas cautelares adoptadas resultan necesarias para desarticular estructuras financieras del Grupo
Armado Organizado alMargen de la Ley Ejercito de Liberación Nacional cuyas acciones terroristas financiadas
con las actividades de narcotráfico desplegadas por WILBER VILLEGAS PALOMINO, YAMIT vJAIME MIGUEL
PICÓN RODRÍGUEZ, DIOMEDES BARBOSA MONTANOyotros, no solo alteran la seguridadpública del área
de injerencia del Frente de Guerra Nororiental de esa estructura armada ilegal, sino también la saludpública vla
economía por lacirculación de activos de origen espurio "''.

Finalmente, con relación a la proporcionalidad en estricto sentido destacó:

"Una vez examinados los presupuestos relacionados con ¡a necesidady la razonabilidad del procedimiento, el
principio de proporcionalidad se aplica para determinar si la afectación de los intereses indhñduales resulta
equilibradafrente alos deberes impuestos en los artículos 34y 58 de la Constitución Política.

La acción de extinción del derecho dominio está regulada en la Lev i708 de 2014, acción de rango constitucional
de naturalezajurisdiccional, con carácter realyde contenido patrimonial, la cualprocede sobre cualquier derecho
real, principal oaccesorio, independientemente de quien los tenga en su poder olos haya adquirido.

Es importante destacar que el Estadoprotege ¡apropiedadcomo derecho de todo ciudadano, sin embargo imperan
los derechos de la comunidadsobre el individual, siendo obligación del Estado proteger atoda el conglomerada
social, en su vida ointegridadfsica, sancionando ocastigando aaquellos titulares del derecho que no hagan uso
adecuado de sus bienes, como en el presente caso lo hicieron los afectados (...)

Esta medida resulla idónea, de acuerdo con nuestra Carta Fundamental, el régimen del derecho de dominio v
demás derechos reales exige que para su adquisición se utilicen medias legales, además de un interés legítimo v
para su mantenimiento, que se cumpla con lafunción socialyecológica de la propiedad, en los términos que traía
el articulo 58 delreferido texto superior "'2.

2. DE LA SOLICITUD DE CONTROL DE LEGALIDAD

2.1. El gestor solicita controlar, formal y materialmente, las medidas cautelares
decretadas en la Resolución del 19 de abril de 2021 por parte de la Fiscalía Tercera
Delegada ante el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C al
considerar que dicha providencia interlocutoria se subsume dentro de las causales 1
y 2 del artículo del Código de Extinción de Dominio.

Con relación a la causal primera13, la defensa aseveró:

"En punto ajustificar la ubicación del bien inmueble afectado de propiedad de la sociedad RAWS SAS en
cualquiera de las causales señaladas, la Fiscalía solamente lo hace sobre la base de sus propias suposiciones vla
muy escasa y precaria información documental acopiada bajo un esquema absolutamente reseñado pues la
inferencia sobre un ORIGEN /LICITO de! bien, solo surge del hecho de haber estado en cabeza de una de las
personas que hasta ese momento, no arrastraba tras de sí, unas gra\>es acusaciones penales. Sobre que el bien haga
parte de UN INCREMENTO PA TR/MON/AL INJUSTIFICADO, no haypruebas, pues se requería haber realizado
previamente un estudio patrimonial a suactual propietario.

10 Verfolios 94 al 95 delCuaderno No. 2 de la FGN.
" Ver reverso delfolio 95yfolio 96delCuaderno No. 2de laFGN.
12 Ver folio 4del Cuaderno de Control de Legalidad No. 6del Juzgado.
r CrD/' Z"Ar"'a'!°ll¡1l n»f«tody ^ance del control de legalidad alas medidas cautelares. El control de legalidad tendrá como

Jmalidad revisar la legalidadformalymaterial de la medida cautelar, yeljuez competente solo declarará la ilegalidadde la misma cuando
concurraalguna de las siguientes circunstancias:
l Cuando no existan los elementos mínimos dejuicio suficientes para considerar que probablemente los bienes afectados con la medula
tengan vinculo con alguna causal de extinción de dominio ".
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Como la Fiscalía simplemente radica el argumento sobre unos documentos que contienen unos negocios civiles,
sin revisar lo que puede plantear ese tercero afectado en relación con sus actuaciones, planteando de manera
primigenia que ni siquiera puede hablarse de un tercero de buenafe exento de culpa, es preciso señalar que el
articulo 83 dela Constitución Nacional envíadeproteccióny aplicación delos derechos, contempló como marco
general yprincipio general del derecho, la PRESUNCIÓN DE BUENA FE al considerar que las actuaciones de
los particularesy del estado mismo están sometidas adicho postulado que debe contemplarse desde elinicio mismo
enlaexpresión dela voluntad"14.

Seguidamente señala:

"En efecto. Ha calificado la fiscalía instructora, en este caso la Tercera Delegada ante el Tribunal Superior de
Bogotá que ha fungido como tal, que el señor RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, representante legal de la empresa
RASW S.A. ha obrado porfuera de los cánones de comportamiento que según su entender, no corresponde a la
buena fe calificada que ha sido definida de diferentesformas parparte de lajurisprudencia y la doctrina, por el
solo hecho de que readquirió un bien que fue de su propiedad, con posterioridad a la fecha en que fueron
capturadas las personas con directa relación con el bien inmueble objeto del negocio jurídico yque por vía del
PÚBLICO CONOCIMIENTO, debía de abstenerse de hacerlo pues ELLOS estaban relacionados con la
organización subversiva del ELN cuya extradición era solicitada respecto de algunos de sus presuntos miembros.

Pues bien, señor Juez, NINGUNA PRUEBA con excepción aunos contratos de carácter civil hallado en poder del
señor PICÓN RODRÍGUEZ, existe en elplenario, para que laFiscalía, sin escuchar altercero afectado, califique
que él no tiene la condición de TERCERO DE BUENA FE EXCENTA DEL CULPA, cuando solamente ha revisado
los elementos a evidencia probatoria recopilada por el estado, sin dar ninguna oportunidad de defensa, JAMAS
fue escuchado orequerido para que brindara unas explicacionesfrente, no solo al último délos negocios que la
Fiscalía califica de simple apariencia o los anteriores que mi defendido y cientos de personas realizaran can
quienes fue revelado a través de medios de comunicación, podrían estar vinculados en diversas actividades
ilícitas. "L\

Luego afirma que es errado hacer una exigencia mayor al comportamiento de su
cliente por ostentar el cargo del concejal del municipio de Piedecuesta, Santander,
advirtiendo que la Fiscalía entra en Una "consideración subjetiva que no tiene la condición de
COMPRADOR DE BUENA FE por elhecho de adquirir un bien inmueble que FUE DE SU PROPIEDAD}' que
por lo tanto no arrastraba la condición de un ORIGEN ILÍCITO, son simples suposiciones sin prueba alguna.
Pensar vrazonar de otra manera, es una presunción DE MALA FE, que na es a la que hace alusión nuestra
constitución nacional y los principios generales del derecho". (Ver Reverso del folio 4 del Cuaderno de
Control de Legalidad No. 7 del Juzgado).

Asegura que su patrocinado conocía al Sr. YAMIT PICÓN por ser una persona
reconocida en toda esa región, y no tenía manera de saber las actividades que venía
realizando el prenombrado.

Sobre la adquisición del inmueble por parte de la Sociedad RAWS SA anotó lo
siguiente:

"Pues bien, el bien inmueble readquirida por la sociedad RAWS SAS representada legalmente por RAIMUNDO
DUARTE DÍAZ no corresponde a los gra\'es calificativos expuestos par la Fiscalía instructora como de no
corresponder alos de un TERCERO DE BUENA FE EXCENTO DE CULPA, sin elementa de prueba alguno que
solo los acopiados por parte de la misma Fiscalíaysin siquiera ser escuchado orequerido por las razones de este
proceder comercial.

Para empezar, este bien inmueble respecto del cual se califica como de origen ilícito, fue de propiedad del hoy
comprador vde otros tradentes respecto de los cuales no hay un solo elemento de prueba del cual se pueda señalar,
hacen parte de la presunta organización criminal por los cuales fueran encausados en Colombiayen los Estados
Unidos ios señores PICÓN ARGOGA. ni tenían porque saberlo quienes aparecen en la cadena de vendedores y
compradores. Lo que estas personas estuvieran realizando en la clandestinidad, no tenían por qué ser de público
conocimiento o, por lomenos, hasta este momento no hay evidencia de ello.

En este orden de ideas señor Juez, la fiscalía carece de elementos de prueba de los cuales surja con algún grado
de certeza para esta instancia procesal, que el bien afectado se ubique en la causal primera postulada para la
pretensión extintiva vmenos aún, para la segunda causal, no hay videncia que corresponda aun patrimonio NO
JUSTIFICADO y que igualmente provenga de actividades ilícitas, este bien inmueble como usted podra
corroborarlo, solamente estuvo en poder de las personas cuestionadas por algo más de tres añas. "H>.

14 Ver folio 4 del Cuaderno de Control de Legalidad No. 7 del Juzgado.
« Ver reverso del folio 4 del Cuaderno deControl deLegalidad No. 7del Juzgado.
* Ver folio 5 del Cuaderno de Control deLegalidad No. 7del Juzgado.
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2.2. Sobre la causal segunda17 hizo las siguientes afirmaciones, las cuales se citan m
extenso'.

"Implica lo anterior, que esos acápites sobre laNECESIDAD, RAZONABILIDAD y PROPORCIONALIDAD, no
deben corresponder a una simple retóricaformal o mecánica de los funcionarios en laobligación de hacer una
adecuada motivación deestos elementos para justificar que existió un análisis sobre estos obligados componentes,
sino que deben determinarsey materializarse en cada caso en particular)' con mayor razón sisetrata de terceros
que no tienen un directo nexo con la causal o causales sobre los que se está edificando lapretensión extintiva,
señalando de manera ponderada y con base en ELEMENTOS DE JUICIO SUFICIENTES como lo señala el
artículo 88del CE. D. y lorefrenda laCorte Suprema de Justicia en sentencia a laque sehacía alusión en párrafos
anteriores cuando advierte que: "De igual manera, los terceros afectados con lasmedidas deben contar con la
posibilidad dehacer valer sus derechos durante estafase inicial, sopena dedesconocer el núcleo esencial del
derecho a la propiedad, el cual, si bien no hace parte delcatálogo de los intangibles, de conformidad con los
tratados internacionales sobre derechos humanos y la Ley Estatutaria 137 de 1994, también ¡o es que las
restricciones quepuede conocer durante estados deexcepción nopueden serdesproporcionadas oirrazonables"'
y no. como claramente aconteciófrente albien inmueble alque nos hemos venido refiriendoy respecto del cual, su
titular hasta este momento, nofue escuchado o siquiera requerido en estafase inicial, para dary soportar su
comportamiento, contrario a ello, sus derechos no fueron SALVAGUARDADOS como señala el apartefinal del
primer incisa del artículo 87 del C.E.D., que hace referencia a los fines delas medidas cautelares, sino que están
recibiendo el mismo tratamiento de los bienes de propiedad de los directos relacionados con las causales de
extinción dedominio y soportan eneste momento, la acción penal "n. (Resaltado en el original).

Asevera que el instructor no aclaró si bien inmueble de la empresa fRASW SAS corre
el riesgo de ser ocultado, negociado, gravado, distraído, transferido o pueda sufrir un
deterioro, extravío o destrucción o cesar su uso o destinación ilícita por lo que insiste
de que la Fiscalía no tuvo elemento de pruebas que respaldara su pretensión extintiva.

Sin embargo, y muy a pesar de señalar la ausencia, en su sentir, del juicio de
proporcionalidad sobre las medidas de embargo y secuestro pues "basta por ser suficiente
motivo degarantía en víade la pretensión estatal, la simple suspensión delpoder dispositivo, a cuya modalidad
debió sujetarse la Fiscalía y quebastaba en estecasoy la de muchos de los terceros afectados cuyo tratamiento
jamás podrá ser igual a de los afectados directos". (Ver Reverso del folio 6 del Cuaderno de Control de
Legalidad No. 7 del Juzgado).

A Continuación, Señala que "acá existe una clara arbitrariedad que contrarían las exigencias normativas
y jurisprudenciales para laafectación de derechos patrimoniales" lo que lo lleva a hacer la Siguiente
aserción: "Bajo esta circunstancia, debe decretarse la ilegalidad delasmedidas cautelares que la Fiscalía ha
impuesto sobre el citadabien inmueble, por careceren primer lugar de los elementos mínimos probatorios para
concluir quelos mismos tienen unprobable nexoconcualquiera delas causalesde extinción de dominiopredicadas
en la decisión cuestionada y desbordar de manera irrazonable y desproporcionada el fin para el cual se han
establecido"^'.

2.3. Finalmente, hace la siguiente petición en concreto:

"Partodo lo anterior solicito de manera respetuosa a ese Estrado Judicial, declarar ilegal, desproporcionadas e
irrazonables ¡as medidas cautelares impuestas sobre el bien de propiedad de la empresa RASW SAS, en la
circunstancia que la decisión de medidas cautelares proferidapor la Fiscalía Tercera Delegada, no consultan la
finalidadprevista en el artículo 87 del Código de extinciónde dominioy son evidentes las circunstanciasprevias
en los numerales 19. 22 de! articulo 112 ib., ordenando en consecuencia su levantamiento o imponiendo la menos
gravosa paraun tercero debuena fe, conforme lo señala el artículo 88 delCE.D. "20.

3. DE LOS ARGUMENTOS DE LOS SUJETOS PROCESALES.

El presente control de legalidad fue admitido mediante auto del 11 de octubre de
202121, ordenándose correr traslado común de conformidad con lo preceptuado en los

,7 CED. - "Articulo 112. Finalidady alcance del control de legalidad a las medidas cautelares. El control de legalidad tendrá como
finalidad revisarla legalidadformaly materialde la medida cautelar, y eljuez competente solo declararála ilegalidadde ¡a misma cuando
concurra alguna de las siguientes circunstancias: ( )
2. Cuando la materialización de la medida cautelar no se muestre como necesaria, razonable y proporcional para el cumplimiento de
sus fines ".
16 Ver reverso del folio 5 del Cuaderno de Medidas Cautelares No.7 del Juzgado.
19 Verfolio 6 del Cuadernode Medidas Cautelares No. 7 del Juzgado.
20Folio ib.

21 Verfolio 8 deldel Cuadernode Control de Legalidad No.7 del Juzgado
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artículos 3322 y 11323 de la Ley 1708 de 2014, dejando el expediente a disposición de
los de los sujetos procesales e intervin¡entes quienes fueron notificados en legal forma.

No obstante, el anterior traslado procesal feneció en silencio según informe secretarial
del 10 de noviembre de 202124, sin que ninguno de los sujetos procesales e
intervin¡entes especiales se pronunciaran.

4. DE LA COMPETENCIA

Con fundamento numeral 2o del artículo 3925, artículo 111 e inciso 2o del artículo 87
de la Ley 1708 de 2014, norma última modificada por el artículo 1926 de la Ley 1849
de 2017, por encontrarse bien inmueble identificado con matrícula No. FMI No. 314-
5327, ubicado en la carrera 6 No. 12 - 95, municipio de Piedecuesta, Dto. de
Santander, esta agencia judicial es competente para resolver.

5. CONSIDERACIONES

5.1. NATURALEZA DEL CONTROL DE LEGALIDAD:

Tiene decantada, de manera reiterada y pacífica, la Sala de Extinción de Dominio del
Honorable Tribunal Superior de Bogotá D.C., la naturaleza y fines del control de
legalidad:

"Conforme lo previsto en el artículo 111 de la Ley 1708 de 2014. sobre¡as medidas cautelares proferidas por la
Fiscalía Generalde la Nacióno sus delegados, procede el controlde legalidadposterior, a peticióndeparte, ante
las Jueces de Extinción de Dominio.

Se trata entonces de un mecanismo judicial, regladoy rogado, por medio del cual, los afectadosy el Ministerio
Público o Ministerio de Justiciay del Derecho, pueden solicitar al Juez de Extinción de Dominio que revise la
legalidad delasmedidas cautelares impuestasporel ente investigador sobrelos inmuebles enquerecaigala acción
de extinción de dominio.

Ello, porla necesidaddequeel órgano encargado deadoptar lasmedidas cautelares nasea omnímodo o arbitrario
en el ejercicio de su competencia, sino que deba estarsometido al imperio de la Leyy la Constitución Políticay
ejerza talpotestad legal, cuando sea indispensabley resulte plenamentejustificado. Dicho control es dedosclases,
formaly material.

El primero, permite verificar el cumplimiento de los requisitos o presupuestos establecidos en la Ley para
imposición de las medidas cautelares, es decir, se utiliza paraconstatar si se agotó la ritualidad normativa y el
segundo, hacemención a la legalidad delcontenido delas medidas cautelares.

De ahí, que corresponda al Juez de Extinción de Dominio entrar a examinar en cada caso en particular, la
procedencia delasmedidas cautelares impuestas porla Fiscalía sobre losbienes objeto deextinción, afíndeevitar
la transformación o mutaciónfísicay/ojurídica de los mismos o su destrucción, o hacer cesarsu usóo destinación
ilícita -artículo 87ibídem- y además, verificar queexistan elementos mínimos paraconsiderar como probable que

22 CED. - "Articulo 33. Competencia para el juzgamiento, ¡madministración dejusticiaen materia de extinción de dominio, durante la
etapa deljuicio, se ejerce demanera permanente porlaSaladeCasación Penal de laCorle Suprema deJusticia, lassalasdeextinción de
dominio de los Tribunales Superiores de Distrito Judicialy por los Juecesdel Circuito especializados en extinción de dominio ".
23 CED. - "Articulo ¡13. Procedimiento para el control de legalidada las medidas cautelares. El afectado que solicite el controlde
legalidad debe señalar claramente los hechos en que se funda y demostrar queconcurre objetivamente a alguna de las circunstancias
relacionadasen el articuloanterior. Lapresentación de la solicitudy su trámite no suspenden el cumplimiento de la providencia ni el
curso de la actuación procesal.
Formulada la petición ante el FiscalGeneral de ¡a Nación o su delegado, este remitirá copiade la carpeta aljuez competente quepor
reparto corresponda. Si eljuezencontrare infundada la solicitud la desechará deplano. En casocontrario, la admitirá y surtirá traslado
comúna los demássujetosprocesales por el término de cinco (5) días.
Vencido el término anterior, el juez decidirá dentro de los cinco (5) días siguientes. Lasdecisiones que tome el juez en desarrollo del
presentearticulo, seránsusceptibles del recursode apelación".
24 Verfolio 19deldel Cuaderno de Control de Legalidad No. 7 delJuzgado.
25Inciso 2del articulo 39 de la Ley 1708 de 2014 "COMPETENCIA DE LOS JUECES DE EXTINCIÓN DE DOMINIO. Los Jueces de Extinción
de Dominio conocerán: l. Enprimera instancia, deljuzgamiento de¡a extinción dedominio. 2. Enprimera instancia, de lassolicitudes
de controlde legalidad dentro de los procesosde su competencia. "(Subrayado yresaltado fuera de texto).
26 Articulo 87de la Ley 1708 de 2014, modificado porelarticulo 19de laLey 1849 de 2017. "Fines de las medidas cautelares. Almomento de la
presentación de la demanda de extinción de dominio, st no se han adoptado medidas cautelares en fase inicial, el Fiscal, mediante
providencia independiente y motivada, ordenará las mismas con elfin deevitar que losbienes que se cuestionan puedan serocultados.
negociados, gravados, distraídos, transferidos o puedan sufrir deterioro, extravio o destrucción: o con el propósito de cesar su uso o
destinación ilícita. Entodocaso se deberán salvaguardar los derechosde tercerosde buenafe exentade culpa.
Eljuez especializado enextinción dedominio será el competente para ejercer el control de legalidad sobre lasmedidas cautelares que se
decreten por parte del Fiscal".
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los bienes afectados tengan vinculo con alguna de las causales de extinción, que la medida se tome necesaria,
razonable yproporcional para el cumplimiento de susfines yque la decisión de imponerlas, haya sido motivada y
fundamentada en pruebas lícitamente-obtenidas -artículo 112 ejúsdem- "21.

5.2. DEL CASO CONCRETO:

Cuando una persona solicita de la judicatura la protección jurídica de sus intereses
más valiosos, es obligación del órgano adjudicativo dar pronta respuesta. Pero el
ciudadano además de solicitar la protección de sus derechos e intereses valiosos,
demanda que esa respuesta no sea arbitraria yque, por demás, sea correcta28.

5.2.1. Causal 1a, Alt. 112: "/. Cuando no existan ¡os elementos mínimos dejuicio suficientes para
considerar que probablemente los bienes afectados con lamedida tengan viñado con alguna causal de extinción
de dominio".

Asegura de forma categóricaque su cliente es un tercero de buena fe exento de culpa
al considerar que la adquisición del inmueble en estudio se ciñó a los parámetros
legales, además la Fiscalía, en primer lugar, no contó con prueba suficiente para
afectar la propiedad que representa.

Para esta judicatura no goza de acierto de acierto los argumentos esgrimidos por la
defensa ya que, contrario a lo dicho por el gestor, sí se puede apreciar de manera
llana que existe en el expediente prueba suficiente para afectar el inmueble que originó
el presente control de legalidad.

Son palpables las relaciones comerciales entre el Sr. YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ y
el afectado sin necesidad de ahondar más al respecto. Incluso, además de la
transacción comercial respecto del inmueble de marras, se detectó otra transacción
comercial entre los prenombrados:

"Posteriormente, el señor RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, ¡levó a cabo otra transacción comercial con YAMIT
PICÓN iase encuentra reflejada en documento hallado en diligencia deallanamiento al inmueble depropiedad de
PICÓN; se trata de un negocio de compraventa que aunque fue elaborado en una proforma de contrato de
automotor defecha 12 de marzo de2019, contiene elnegocio de compraventa entre PICÓNy DUARTE. en elque
RAIMUNDO DUARTE DÍAZ (vendedor) le transferiría un inmueble descrito como apartamento ubicado en la
calle 5 A No. 31 edificio BALCONES DE GENOVEVA ubicado en el municipio de Piedecuesta - Santander, y el
señor YAMIT PICÓN (comprador) le cancelaría con un vehículo campero placas CSG - 099 y la suma de 105
millones depesospagados asi: 50 millones el 15de marzo de 2019;y el saldo a los 90 días, es decir, el 15 dejunio
de 2019.

Pese a esta negociación, el señor RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, continuó manteniendo la titularidad de ese bien
hasta el 9dejulio de 2020, atando se lotransfirió a GLORIA MARCELA SAA VEDRA NUÑEZ quien se lorecibió
a YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ por lasuma de 200 millones de pesos, como parte de pago delanegociación del
inmueble Lote5 ubicado en la Vereda GUATIGUARA. Hecho que evidencia la estrecha relación comercialy de
confianza existente entre hoy Concejal DUARTE DÍAZy elseñor YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ"2*.

Con base en lo anterior, el ente investigador se dispuso, a partir de esa suficiencia
probatoria y en ese preciso estado incipiente del proceso extintivo, a afectar el
inmueble en cita, sin necesidad de que sea requisito sine qua non llegar al estado
epistemológico de certeza, tal como lo deja entrever la respetada defensa.

Esa es la prueba, incluso sumaria que se necesita en fase inicial para la procedencia
de la medida cautelar. A propósito de la prueba sumaria, el Máximo Tribunal de la
Jurisdicción Ordinaria de antaño la entiende así:

"Prueba Sumariaes plena prueba, perosin emplearen ella ciertasformalidades: es la que na es controvertida.
Lacalidadde sumaria de unaprueba se refiere al modo como ella se produce ",(l.

27 Tribunal Superior delDistrito Judicial de Bogotá D.C., Salade Decisión Penalde Extinción de Dominio, Auto de segundainstancia del07de marzo de
2022, Rad. No. 540013120001201800180 01, M.P. MARÍA IDALÍ MOLINA GUERRERO.
28 AARNIO,Aulis. LoRacional como Razonable. UnTratadosobre laJustificación Jurídica. Lima, Palestra Editores, 2016, pág. 29.
29Ver reverso del folio 74 del Cuaderno No. de la FGN.

30 Corte Suprema de Justicia, Salade Negocios Generales, sentencia del14de mayo de 1936, G.J.XLIII No. 1909, pág.691.:
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Y la Corte Constitucional ha enfatizado:

"27. Por otra parte, cuando el Estado ejerce la acción deextinción dedominio, enmanera alunita se exonera
del deber de practicar las pruebas orientadas a acreditar las causales que dan luear a ella. Por el contrario, sigue
vigente eldeber de cumplir una intensa actividadprobatoriapues sólo con base en pruebas legalmentepracticadas
puede inferir que eldominio que seejerce sobre determinados bienes no encuentra una explicación razonable en
elejercicio de actividades lícitas "*\ (Resaltado fuera del texto original).

Pero ya antes había abordado el tema de la suficiencia probatoria para limitar
derechos fundamentales:

"Una medida tan gravosa de los derechos constitucionales no puedeproferirse con base en elcapricho oelsimple
juicio de conveniencia delfiscal. Por el contrario, la Constitución exige que lamedida se funde en motivos que
justifiquen su necesidad enelcaso concreto a partirdeloshechos específicos decadasituación fáctica (...) deben
obrar en elacervo probatorio dos indicios relativos a hechos objetivos que indiquen con una alta probabilidad,
más allá de la simple sospecha ode lamera constatación de unaplausible vinculación de ¡apersona con los hechos
investigados"'2. (Resaltofuera del texto original).

En ese orden de ideas, sobre la presunta falta de prueba incriminatoria de que habla
ladefensa, es menester recordar lajurisprudencia del superior funcional de esta célula
judicial, la cual acude, vía remisión normativa, a lo normado en el artículo 392 de la
Ley 600 de 2000, en los siguientes términos:

"Para realizar elcontrol de legalidad debe acudirse al imperativo dispuesto en elarticulo 392 de la Ley 600 de
2000 en virtud de laintegración normativa establecida en elarticulo 26 de laLey 1708 de 2014, lo cual traduce en
que para declarar la ilegalidad de las decisiones relativas a la propiedad, tenencia ocustodia de bienes, implica
la revisión de la legalidadformal ymaterial afín de constatar: i) La ausencia de elementos mínimos de juicio para
considerar como probable que los bienes incautados tienen vínculo con alguna causalpara declarar la pérdida del
derecho de dominio; ii) Cuando la materialización de la medida cautelar na se muestre necesaria, razonable y
proporcional; Tú) Que la decisión no haya sido motivada y iv) cuando la decisión de imponer la medida cautelar
se basaenpruebas obtenidas ilícitamente. (...)

Ahora bien, el cuestionamiento delaprueba mínima para limitar eldominio deben (SIC) concurrir eventos como:
a) suponer odejar de valorar la prueba; b) se desconozcan las reglas de la sana critica; yc) cuando la prueba se
aportó sin ellleno de los requisitos legales"". (Resalta el Despacho).

Entonces, la compraventa del inmueble sugiere que muy probablemente el afectado
tendría un vínculo muy cercano con el Sr. YAMIT PICÓN de quien la Fiscalía predica
ha obtenido diversos bienes como consecuencia de sus actividades ilícitas de
narcotráfico, entre otros, el que se identifica con el FMI No. 314 - 5327, es decir,
estando dentro de la línea de tiempo negoció ese inmueble con el Sr. RAIMUNDO
DUARTE DÍAZ, por lo que para ese momento pre procesal era válido y acertado la
imposición de las cautelas de las cuales se duele la defensa.

Ahora bien, en CUantO al dicho de la defensa de que "la situación presuntamente delictiva en la
que estaban vinculadas estas personas, solo lofue PÚBLICA apartir de su capturayque efectivamente los medios
de comunicación nacionales y regionales dieron a conocer con posterioridad al20 de septiembre de 2020, pues
antes de ello, se trataba de importantes ciudadanas dedicados al comercioy las labores agrícolas yganaderas"'4
será un tema a debatiren un escenario diferente a este pues son propios del juicio.

Esta judicatura es insistente endeterminar que el control de legalidad no es una figura
estatuida para hacer debates probatorios, se itera que esta figura accesoria es para
controlar formal y materialmente las medidas cautelares que recaiga sobre bienes
sometidos a proceso de extinción de dominio.

Así lo ha establecidoel superiorfuncional de esta célula judicial:

3' Corte Constitucional, sentencia C- 740 del 28 de agosto de 2003, M.P. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO.
32 Corte Constitucional, Sentencia C-805 del 01 de octubre de 2002. M.P. MANUEL JÓSE CEPEDA ESPINOSA yM.P. EDUARDO MONTEALEGRE

33 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C., Sala de Decisión Penal de Extinción de Dominio, Auto del 26 de junio de 2018, Rad. No.
110013120001201600075 01,M.P. WILLIAM SALAMANCA DAZA.
MVer folio 4 delCuaderno de Medidas Cautelares No. 7 delJuzgado.
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"Por lo tanto, en el estado actual de las diligencias, unapostulación tal no cumple con las exigencias del
articulo 112-1 del código de extinción de dominio, porque nada se controvierte en punto de la carencia de
elementos mínimos dejuicio para imponer moteadamente lascautelas, porque insistase, lo quesepretende
es que prematuramente se realice la ponderación probatoria; es que si la Fiscalía aseveró, fundada en los
informes que infiere la contaminación del origen y que lafuente de lapropiedad no es honesta, y sepretende
el adelantamiento de unjuiciodeextinción dedominio, elgrado deconvicción alfinal ya noes dela existencia
deelementas mínimos o mera probabilidad, sinodecerteza. Pero ello, es inédito aúnporquelafase dejuicio
apenas comienza"™. (Destaca el Despacho).

Inclusive, la defensa acepta que la única medida posible y viable es la de Suspensión
del Poder Dispositivo36, es decir, de alguna manera comulga, hasta cierto límite, con
los planteamientos del ente acusador pues asegura en su escrito que con dicha
medida cautelar era suficiente.

De ese modo, para el Instructor es claro la forma en que operaba la organización que
rodeaba al Sr. PICÓN RODRÍGUEZ y la forma en que iban administrando los bienes
afectados ya que para el instructor la finca raíz fue negociada, y posteriormente se
comercializó con la empresa RAWS SA, de quien figura como gerente el Sr.
RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, es prueba de la forma en que se quería dar apariencia
de legalidad a los bienes con origen espurio. Se itera que el Despacho no está
haciendo ningún tipo de señalamientos, lo que se está diciendo es que la Fiscalía
contó con el grado de conocimiento necesario requerido para emitir la resolución
confutada.

La defensa no señala ni siquiera de forma sumaria el yerro en que pudo haber incurrido
el persecutor; en ese sentido, no prospera la causal invocada por el gestor.

5.2.3. Ahora con relación a la causal 2a del artículo 112 del CED37, señala que las
medidas impuestas no son ni necesarias, ni razonables ni proporcionales. Como
fundamento de la anterior premisa, el quejoso dice que su titular hasta este momento, no
fue escuchado o siquiera requerido en esta fase inicial, para dar y soportar su comportamiento, contrario a
ello, sus derechas no fueron SALVAGUARDADOS como señala el apartefinal del primer inciso del artículo
87 del C.E.D.. que hace referencia a losfines de las medidas cautelares, sino que están recibiendo el mismo
tratamiento de los bienes de propiedad de los directos relacionados con las causales de extinción de
dominio"*.

Para esta agencia judicial, salvo mejor apreciación, la resolución cuestionada
fácilmente se puede advertir que el ente investigador basó su teoría en pruebas y
argumentos que lo llevaron al grado de acierto requerido para tal fin, pues a lo largo
del interlocutorio se lee la solidez argumentativa y la forma concatenada de las
circunstancias de modo, tiempo y lugar de la transacción comercial del inmueble
encartado.

Y aunque la defensa sostenga que el investigador nada mencionó sobre su
patrocinado lo cierto es que los argumentos vertidos en la Resolución de Medidas
Cautelares van dirigidos a justificar de manera inequívoca la imposición de las
precautorias, al considerar que en ese preciso momento eran las más adecuadas,
necesarias y proporcionales, admitiendo de este modo la necesidad de afectar los
inmuebles bajo examen.

No admite discusión la forma clara y precisa de identificación del predio que
presuntamente tendría su origen en las ganancias del tráfico de estupefacientes
hacia los Estados Unidos, el cual sería de propiedad del grupo armado organizado

35 Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, Salade Extinción de Dominio mediante auto interlocutorio del 28de septiembre de 2017, Rad. No.
080013120001201700022-01, con ponenciadel Dr.WILLIAM SALAMANCA DAZA.
36 Verfolio 6 del Cuaderno de MedidasCautelares No.7 del Juzgado.
37 CED. - "Articulo 112. Finalidad y alcance del control de legalidad a las medidas cautelares. El control de legalidad tendrá como
finalidad revisar la legalidadformaly material dela medida cautelar, y eljuezcompetente solodeclarará la ilegalidad dela misma cuando
concurra algunade las siguientes circunstancias: 1)2. Cuando la materialización de la medida cautelar no se muestre comonecesaria,
razonable y proporcional para el cumplimiento de sus fines ".
38 Verreversodel folio 5 del Cuadernode Control de Legalidad No. 7 del Juzgado.
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al margen de la ley ELN, Frente de Guerra Nororiental La Magdalena39, razón por la
cual el Sr. YAMIT PICÓN RODRÍGUEZ fue solicitado en extradición por ese país.

Cabe señalar, que esta judicatura es respetuosa de los ponderados argumentos de
la defensa, pero dadas las circunstancias del presente caso en particular fue
acertado el actuar del instructor al afectar la propiedad privada, situación que está
respaldada probatoriamente en la Resolución de Medidas Cautelares.

En ese sentido, para esta judicatura resulta proporcional y adecuado mantener
incólumes las medidas cautelares ya que lo expuesto por la defensa no logra tener
vocación de éxito, resultando entonces que la Resolución de medidas cautelares no
se adecúa en concreto a la causal 2a del artículo 112 del CED.

5.2.4. Es pertinente aclarar que la afectación temporal del inmueble sujeto a
extinción de dominio no equivale de forma fatal a una definición de responsabilidad,
es decir, no implica per se una determinación de fondo que ponga punto final al
proceso. Las medidas cautelares son una herramienta accesoria con que cuenta el
aparato estatal cuya finalidad es la real comparecencia al proceso del bien que se
trate, dejando a resguardo los principios constitucionales sobre la propiedad privada
como derecho fundamental que implica obligaciones:

"[...] la Corte observa que la Fiscalía General de la Nación cumplefunciones de instrucción en un proceso
especial concebido par el legislador para ejercer una acción constitucional pública, no asimilable ni a la
acción penal ni a la acción civil. En ese marco, lasfacultades atribuidas a la Fiscalíapara que practique
medidas cautelares sobre los bienes objeto deextinción dedominio oparaque solicite talesmedidas aljuez de
conocimiento, son compatibles con la naturaleza públicade la accióny con los intereses superiores que en él
se hallanenjuego "40.

Y recientemente, el Tribunal Constitucional enfatizó:

"(...) [Ljas cautelasjamás implican una sentencia condenatoria, pues eljuicio no ha concluido. Es más. na
entrañan una determinación de la responsabilidad o de la ilegitimidad del titulo que exige el derecho de
dominio sobre un bien "".

Por su parte, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en
interpretación del artículo 21.2 de la Convención Americana42, ha señalado a propósito
de las medidas cautelares, a saber:

"187. Este Tribunal estima que la adopción de estas medidas no constituye per se una violación del derecho de
propiedad si se tiene en cuenta que no significa un traslado de la titularidad del derecho de dominio. En este
sentido, la disposición de los bienes no puede efectuarse en forma definitiva y se restringe exclusivamente a su
administración y conservación; y a los actos de investigacióny manejo de evidencia respectivos "4\

Y luego sobre la finalidad de la limitación del derecho de propiedad sentenció:

"60. El derecho a la propiedad privada debe ser entendido dentro del contexto de una sociedad democrática
donde paralaprevalencia delbien común y los derechos colectivos deben existir medidas proporcionales que
garanticen los derechos individuales. Lafunción social de la propiedad es un elementofundamental para el
funcionamiento de la misma, y es por ello que el Estado, afin de garantizar otrosderechosfundamentales de
vital relevanciapara una sociedad específica, puede limitar o restringir el derecho a la propiedadprivada,
respetando siempre los supuestos contenidos en la norma del artículo 21 de la Convención, y los principios
generales del derecho internacional "44.

39Ver reverso del folio 48 del Cuaderno No. 2 de la FGN.

40 Corte Constitucional, Sentencia C-740 del 28de agosto de 2003, M.P. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO.
4'Corte Constitucional, sentencia C-357 del 6deagosto de 2019. M.P. ALBERTO ROJAS RÍOS.
42 Convención Americana de Derechos Humanos. - "Articulo 21. Derechoa la Propiedad Privada:
1. Todapersona tiene derechoal usoy goce de sus bienes. La leypuede subordinar tal usoy goce al interéssocial.
2. Ningunapersonapuedeserprivada desus bienes, excepto mediante elpago de indemnizaciónjusta,por razones de utilidadpública

o de interés socialy en los casos y según ¡asformas establecidaspor la ley.
3. Tanto la usura como cualquierotraforma de explotacióndel hombrepor el hombre, debenser prohibidaspor la ley ".

43 Corte IDH. CasoChaparro Alvarezy LapoIñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones yCostas. Sentencia de 21 de
noviembre de 2007. Serie C No. 170.

44 CorteIDH. CasoSalvadorChiriboga Vs. Ecuador.Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 2008.
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5.2.5. De este modo, el instructor llevó acabo sus actos sumariales con total apego
de las previsiones del artículo 88 de la Ley 1708/201445, plasmado en la Resolución
del 19 de abril de 2021 en donde se decretó la suspensión del poder dispositivo,
embargo y secuestro aquí confutado, al establecer elementos de juicio suficientes
que lo llevaron a inferir razonablemente que la propiedad objeto del presente
pronunciamiento, probablemente estarían incurso en las causales de que tratan los
numerales 1o y 4o del artículo 16 ejúsdem.

Dicho sea de paso, que revisada la actuación o se aprecia irregularidad alguna que
haya afectado el debido proceso del actual Código de Extinción de Dominio.

5.2.6. Una vez más se quiere enfatizar que el control de legalidad es la revisión
formal y material de las medidas cautelares, las cuales implican: i) La ausencia de
elementos mínimos de juicio para considerar como probable que los bienes
incautados tienen vínculo con alguna causal para declarar la pérdida del derecho
de dominio; ii) Cuando la materialización de la medida cautelar no se muestra
necesaria, razonable y proporcional; iii) Que la decisión no haya sido motivada y iv)
cuando la decisión de imponer la medida cautelar se basa en pruebas obtenidas
ilícitamente.

Es claro que la actuación del persecutor no desbordó, en ningún momento, el marco
de la proporcionalidad en atención a las circunstancias específicas de este caso en
particular, ya que cuando las circunstancias de la investigación así lo requieran, le
asiste el deber legal de imputar una cualquiera de las causales del artículo 16 del
CED:

"5.2. En ese cometido, precisa recordar que a la Fiscalía General de la Nación le asiste la facultad de afectar
preventivamente el patrimonio de los ciudadanos, presuntamente obtenido mediante actos criminales, al
momento de la presentación de la demanda, si no se ha adoptado en lafase inicial del trámiteextintiva, con el
propósito de garantizar la tutela judicial efectiva del objeto perseguido en caso de que se emita sentencia
ordenando el despojo del dominio "46.

Se satisface de? esta manera, la necesidad de prueba mínima para cautelar,
debidamente motivada y, además, se indicándose d^ forma clara los elementos de

funcfamen^lS ^ecisjórt.cu^tipgada. fconvicción en qu

Actuación del ente investigador ceñida de forma irrestricta al debido proceso legal
como garantía de los derechos de los aquí afectados, ya que "las reglas del procedimiento
son, en sustancia, unaespecie de metodologíafijada por la leypara servirde guía a quienquierapedirjusticia
(...) son, enrealidad, una preciosa garantía delos derechos y delas libertades individuales"47.

Entonces, en el subUte se procederá a decretar la legalidad de las cautelas, ya que
no se evidencia que se actualicen las causales establecidas en el artículo 112 de la
Ley 1708 de 2014, invocadas por la parte gestora, sino que por el contrario se
ajustan a los parámetros establecidos en los artículos 87 y 88 de la ley 1708 de
2014, modificados por los artículos 19 y 20 de la Ley 1849 de 2017, manteniéndose
incólumes.

De lo anteriormente expuesto, no le asiste razón alguna a la parte gestora por lo que
se desestimarán sus pretensiones.

45 CED. - Articulo 88.Clasesde Medidas Cautelares. "Articulo modificado por el articulo20 de la Ley¡849 de 2017. Aquellosbienessobre los
queexistan elementos dejuiciosuficientes quepermiten considerar suprobable vinculo conalguna causalde extinción dedominio, serán
objeto de la medida cautelar de suspensión del poder dispositivo.
Adiciona/mente, de considerarse razonablesy necesarias, se podrándecretarlas siguientesmedidas cautelares:
1. Embargo.

2. Secuestro.

3. Toma deposesión de bienes, haberes y negociosde sociedades, establecimientos de comercio o unidades de explotación económica
46 Tribunal Superior deDistrito Judicial deBogotá D.C., Sala deExtinción deDominio mediante auto interlocutorio del 29dejulio de2020, Rad. No. 54001
3120001 201800220-01. M.P. ESPERANZA NAJAR MORENO.
47 CALAMANDREI, Piero. Derecho Procesal Civil, Buenos Aires,E.J.E.A., 1962. pág. 322.

13



CONTROL DE LEGALIDAD

Rad. No. 54001-31-20-001-2021-00063-07

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Extinción de
Dominio de Cúcuta, Norte de Santander,

RESUELVE:

PRIMERO: DECRETAR LA LEGALIDAD de las Medidas Cautelares decretadas

mediante Resolución Interlocutoria del día 19 de abril de 2021, emitida por la la Fiscalía
Tercera Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C., en
apoyo a la Dirección de Fiscalía Nacional Especializada de Extinción del Derecho de
Dominio, sobre el inmueble identificado con FMI No. 314-5327, ubicado en la carrera
6 No. 12 - 95, municipio de Piedecuesta, Dto. de Santander, de propiedad del señor
RAIMUNDO DUARTE DÍAZ, de acuerdo a la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Contra la presente decisión proceden los RECURSOS ORDINARIOS DE
REPOSICIÓN48 Y APELACIÓN49 ante la Sala de Decisión Penal de Extinción del
Derecho de Dominio del Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá
D.C., de conformidad con lo establecido en el inciso 3o del artículo 113 de la ley 1708
de 2014.

TERCERO: Ejecutoriada la presente decisión, téngase el Cuaderno de Control de
Legalidad del juzgado de radicación 54001 -31-20-001 -2021 -00063-07, como parte del
expediente que cursa en etapa de juicio en este mismo Despacho.

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE

NCTÍRLO?CABlIWBRNiá(NDEZ ^^ ^N
Juez w ^^

48 Segúncriterio de laSalade Decisión Penal de Extinción delDerecho de Dominio, procede el Recurso de Reposición contra ladecisión que resuelve
el control de legalidad a las medidas cautelares, radicado 680013107002201600023-01 (E.D. 202) aprobado mediante Acta No. 066de agosto 1 de
2017, con ponencia del Dr. PEDRO ORIOL AVELLA FRANCO ysalvamento devoto dela Dra. MARÍA IDALÍ MOLINA GUERRO.
45 Apartefinal del inciso3odel Articulo 113 de la Ley1708de 2014 "Las decisiones que tome elJuez en desarrollo del presente artículo, serán
susceptibles del recurso deApelación", concordante conelnumeral 4o delarticulo 65de taLey 1708 de 2014, modificado porelarticulo 17de laLey
1849 de 2017: "Lis decisiones judiciales que denieguen cualquiera de los controles de legalidad establecidos en esta Ley. en el efecto
devolutivo ".
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